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Sobre:  

Vicios de construcción 

y otros  

Panel especial integrado por su presidente, el Juez González Vargas, 

la Jueza Nieves Figueroa y el Juez Candelaria Rosa.
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Candelaria Rosa, Juez Ponente  

 

 

 

SENTENCIA  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de agosto de 2016.  

Comparecen las apelantes Sra. Mayra Gallardo Muñiz y Sra. 

Migdalia Hiraldo Rohena y nos solicitan que revoquemos la sentencia 

dictada el 5 de febrero de 2014 por el Tribunal de Primera Instancia, 

sala de Fajardo. La misma fue producto de una solicitud de sentencia 

sumaria presentada por la parte apelada, Orion Contractors, en la cual 

solicitaron la desestimación de las reclamaciones por vicios de 

construcción, en su modalidad de ruina, según definido en el artículo 

1483 del Código Civil del Puerto Rico, 31 LPRA sec. 4124.  

En síntesis, la parte apelada alegó que los hechos materiales 

propuestos en su solicitud de sentencia sumaria no fueron 
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 Mediante Orden Administrativa Núm. TA-2014-161, efectiva el 9 de julio de 2014, se designa al 

Hon. Carlos I. Candelaria Rosa en sustitución de la Hon. Monsita Rivera Marchand.  
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debidamente controvertidos, según lo requiere la Regla 36.3 de 

Procedimiento Civil, 31 LPRA Ap. V, R.36.3. Además, argumentaron 

que la prueba ofrecida por las apelantes no sustentaba sus 

reclamaciones y que, como cuestión de derecho, procedía desestimar 

la demanda.  

Por su parte, las apelantes sostienen que el foro de primera 

instancia no dio valor probatorio a las declaraciones juradas 

presentadas a los fines de controvertir los hechos propuestos por la 

apelada en su solicitud de sentencia sumaria. Igualmente sostienen 

que el Tribunal de Primera Instancia erró al no considerar la prueba 

pericial ofrecida respecto a las condiciones ruinosas de sus viviendas. 

Según el criterio de las apelantes, lo anterior justificaba la celebración 

de un juicio en su fondo para determinar si, en efecto, estamos ante 

una ruina o no.  Luego de analizada la prueba y por los fundamentos 

que esbozamos a continuación, confirmamos la sentencia apelada.  

El mecanismo procesal de sentencia sumaria tiene como 

finalidad la solución justa, rápida y económica de litigios civiles que 

no contengan controversias genuinas de hechos materiales. Const. 

José Carro v. Mun. Dorado, 186 DPR 113 (2012). En lo que respecta 

a los hechos relevantes sobre los cuales la parte promovente aduce no 

existe controversia sustancial, ésta viene obligada a desglosarlos en 

párrafos debidamente numerados y, para cada uno de ellos, especificar 

la página o párrafo de la declaración jurada u otra prueba admisible en 

evidencia que lo apoya. Regla 36.3(a)(4) de Procedimiento Civil de 

2009, supra. Por su parte, la parte que se oponga tiene el deber de 

citar específicamente los párrafos según enumerados por el 

promovente que entiende están en controversia y, para cada uno de los 
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que pretende controvertir, detallar la evidencia admisible que sostiene 

su impugnación con cita a la página o sección pertinente. SLG Zapata-

Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR 414 (2013). El tribunal tiene la 

potestad de excluir aquellos hechos propuestos por cualquiera de las 

partes que no hayan sido debidamente numerados o que no tengan 

correlación específica a la evidencia admisible que supuestamente los 

sostiene. SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, 189 DPR a la pág. 433. 

Asimismo, el Tribunal de Apelaciones, como foro revisor, utilizará los 

mismos criterios que el foro de primera instancia al determinar si 

procede la solicitud de sentencia sumaria, aunque limitado a 

considerar aquellos documentos presentados en el foro primario y 

forzado cumplir con la Regla 36.4, si determina hechos en 

controversia. Meléndez González v. Cuebas Inc. y Bohío, 2015 TSPR 

70.  

En cuanto al aspecto procesal atinente a la disposición sumaria 

del presente caso, nos parece evidente que la parte apelante no 

controvirtió los hechos propuestos en la solicitud de sentencia sumaria 

conforme lo requiere la Regla 36.3 de Procedimiento Civil, supra, y la 

jurisprudencia que la glosa, por lo cual estuvo justificado el foro 

recurrido en determinar que no quedaron hechos en controversia. La 

oposición de las apelantes a la pretensión de disponer sumariamente 

del caso no cumplió con los requisitos expuestos anteriormente pues 

los apelantes se circunscriben a narrar la jurisprudencia relativa al 

mecanismo procesal de sentencia sumaria y a repetir sus alegaciones 

del caso sin articular una correlación con los párrafos del escrito de la 

parte promovente que  controvirtiera los hechos propuestos con 

evidencia admisible. Ello, de suyo, facultó al tribunal recurrido a 
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excluir y a no tomar en consideración, como en efecto ocurrió, los 

hechos propuestos por las apelantes en su oposición.  

Por el contrario, las apelantes solamente acompañaron sus 

respectivas oposiciones con declaraciones juradas sin conexión 

argumentativa que hiciera referencia alguna a otra prueba y que las 

colocara en contraposición a las sustentadas por la sentencia sumaria 

al punto de controvertirlas. En un procedimiento de sentencia sumaria, 

las declaraciones juradas que únicamente contienen conclusiones, sin 

hechos específicos que las apoyen, carecen de valor probatorio y 

resultan insuficientes para demostrar la existencia de lo que allí se 

concluye.  Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 200 (2010). En tal 

sentido, el Tribunal de Primera Instancia estuvo facultado para 

declarar incontrovertidos los hechos propuestos por la parte apelada y 

adjudicar la controversia basándose en ellos.  

Aun así, un tribunal no debe dictar sentencia sumaria cuando 

como cuestión de derecho sea improcedente. Soto v. Rivera, 144 DPR 

500 (1997). A base de ello, los apelantes sostienen que sus respectivos 

hogares se encuentran en estado de ruina y plantean que tal condición 

jurídica contraviene la adjudicación efectuada por el foro recurrido. Al 

respecto, la jurisprudencia ha reconocido cuatro tipos distintos de 

ruina, a saber: ruina total, ruina parcial, amenaza de ruina y ruina 

funcional. Cada una tiene sus características propias. Una vez el 

dueño de un edificio presenta prueba que demuestre que los vicios de 

construcción que sufre el edificio provocan alguno de los tipos de 

ruina antes mencionados, se activa una presunción de culpa y/o 

negligencia en contra del contratista que tuvo a su cargo la 

construcción. Le corresponde entonces al contratista presentar prueba 
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que demuestre la inexistencia de la ruina y/o que la misma no fue 

causada por su negligencia. Pacheco Torres v. Estancias de Yauco, 

S.E., 160 DPR 409 (2003). En su escrito de apelación, las apelantes 

alegan que sus viviendas se encuentran en estado de amenaza de 

ruina, lo cual implica la degradación parcial de los elementos del 

edificio que, a su vez, compromete su solidez estructural o parte del 

mismo. Pacheco Torres v. Estancias de Yauco, S.E., 160 DPR 409 

(2003). De ser así, ello implicaba la presunción de responsabilidad del 

contratista e impedía al foro recurrido adjudicar en el sentido en que 

lo hizo.  

No obstante, es norma reiterada que cuando las conclusiones 

del foro de instancia estén basadas en prueba pericial o documental, el 

tribunal revisor se encuentra en la misma posición que el foro 

recurrido. Sepúlveda v. Depto. de Salud, 145 DPR 560 (1998). 

Además, la presencia de prueba pericial no obliga a éste o a cualquier 

tribunal a decidir un caso conforme lo sugerido por los peritos. 

Culebra Enterprises Corp. v. E.L.A., 143 DPR 935 (1997). Al 

respecto, los informes periciales del Ing. Vila enumeran una serie de 

desperfectos en ambas viviendas.
2
 No obstante, sus hallazgos no 

concluyen que las viviendas se encuentran en estado de ruina o que 

sus desperfectos comprometen la solidez estructural en toda o en parte 

de las viviendas. Los defectos, aunque sean de importancia y afecten 

partes de la obra destinadas a una duración menor de diez años, no 

constituyen vicios de construcción dentro del significado del Art. 

1483. Pueden concebiblemente, según un caso particular, constituir 

tales defectos por cierto tiempo, pero no por la totalidad del plazo 

                                                 
2
 El ingeniero Luis Vila fue contratado como perito por las demandantes-apelantes para evaluar el 

estado de las viviendas.  
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decenal. Maldonado v. Las Vegas Development, 111 DPR 573 (1981). 

Por tanto, la prueba pericial considerada por el Tribunal de Primera 

Instancia en la adjudicación del caso no comportó que las viviendas 

involucradas se ajusten a la condición correspondiente a un estado de 

amenaza de ruina y, por consiguiente, no activó la presunción de 

culpa en contra del contratista que hubiese impedido la adjudicación a 

favor de Orion Contractors como cuestión de derecho. 

En el presente caso, el remedio disponible para las apelantes era 

el provisto por la Ley Núm. 130 del 13 de junio de 1967, según 

enmendada, 17 LPRA secs. 501 et als. Esta ley crea la Oficina del 

Oficial de la Construcción y está adscrita al DACO, con intervención 

vía su Reglamento 2268, conocido como el "Reglamento para Regular 

las Distintas Actividades que se llevan a cabo en el Negocio de la 

Construcción de Viviendas Privadas en Puerto Rico".  La Ley Núm. 

130, supra, establece en su artículo 11:  

Las acciones para exigir responsabilidades por vicios o 

defectos de construcción excepto aquellas que 

cualifiquen bajo la sec. 4124 del Título 31 caducan por el 

transcurso de dos años a partir del otorgamiento de las 

escrituras de compraventa.  

    

En las sentencias apeladas, el tribunal de instancia se dio a la 

tarea de desglosar cada uno de los defectos señalados por el perito de 

las apelantes para compararlos con las disposiciones del Reglamento 

2268 y ver si estaban contemplados en el mismo. Casi todos los 

defectos estaban tipificados en el Reglamento en la Sección 10 sobre 

“Prácticas Indeseables” en la construcción. Véase Apéndice págs. 23-

25 y 131-133. Los únicos defectos no tipificados tenían que ver con el 

suelo y Orion Contractors no intervino en la preparación del suelo. El 

movimiento de tierra y nivelación estuvo a cargo de Guirimar 
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Construction. Las apelantes transigieron con perjuicio con la empresa 

y cobraron por las reparaciones relacionadas al suelo.  

Del expediente surge que la co-demandante Migdalia Hiraldo 

Hance radicó una querella en el DACO y que, luego de las 

inspecciones correspondientes, éste emitió una Resolución con fecha 

del 30 de junio del 2000. Véase Apéndice págs. 65-76. La apelante 

Sra. Hiraldo Hance no solicitó reconsideración ni revisión judicial 

dentro de los términos provistos, por lo cual advino final y firme la 

Resolución. Luego, siendo improcedente la acción decenal ante la 

ausencia de una ruina que la justificara, procedía como cuestión de 

derecho dictar sentencia sumaria en el presente caso.    

Por su parte, la Sra. Mayra Gallardo Muñiz no radicó querella 

ante el DACO. Puesto que ya hemos determinado que nunca hubo una 

determinación de la existencia de ruina, la apelante tenía dos años 

desde la firma de la escritura de compraventa para radicar una 

querella ante el DACO. Siendo un término de caducidad que no 

permite interrupción, la apelante no tiene una causa de acción bajo la 

Ley Núm. 130, supra. Ante la existencia de hechos en controversia 

procedía dictar sentencia sumaria.  

Por los fundamentos antes expuestos, confirmamos. 

Notifíquese.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


